
El General José Francisco Gallardo Rodríguez, quien sigue preso en México a 
pesar de las recomendaciones concretas de la CIDH en su Informe final 43/96, 
fue objeto de medidas cautelares dictadas el 2 de noviembre de 2001.  La 
gravedad y urgencia planteadas se refieren a la subsistencia de la situación 
violatoria y al peligro que corre el General Gallardo en prisión debido al 
hostigamiento de las autoridades carcelarias y a una serie de amenazas y 
eventos  contra él y su familia que nunca fueron esclarecidos. La Comisión 
Interamericana solicitó medidas para la protección de la vida, la integridad 
personal y la libertad personal del General Gallardo, al igual que las garantías 
para que sus familiares y representantes pudieran acceder a su lugar de 
reclusión.  En su respuesta de 9 de noviembre de 2001, el Estado informó que se 
había realizado una reunión con los familiares y representantes del General 
Gallardo, en el curso de la cual se acordaron varias cuestiones referentes al 
acceso de visitantes y medidas de seguridad, que incluyen la autorización para 
que los familiares le provean de alimentación.  En cuanto a la liberación del 
General Gallardo, el Estado insistió en que era materia del seguimiento del 
Informe 43/96 de la CIDH y que estaban funcionando los mecanismos internos 
en virtud del amparo indirecto planteado por los peticionarios en México.  La 
Comisión Interamericana consideró que no se habían cumplido las medidas 
cautelares, y recurrió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 18 de 
diciembre de 2001 con una solicitud de medidas provisionales a favor del 
General Gallardo. 


